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Monterrey, Nuevo León a 18-dieciocho de abril del año 2023-dos mil veintitrés.-------------------- 

VISTO: Para resolver en definitiva el expediente número R. I. 82/2023, relativo al escrito de 

inconformidad signado por la C. , en contra 

del policía de Tránsito adscrito a la SECRETARÍA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN A LA 

CIUDADANIA DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, y una vez analizado el escrito inicial, las 

pruebas ofrecidas por la recurrente y cuanto más consta en autos, convino y debió verse, y; 

RESULTANDO 

PRIMERO: En fecha 20-veinte de febrero del año 2023-dos mil veintitrés, se recibió un recurso 

de inconformidad signado por la C. , misma 

que fue radicada con el número de expediente R. I. 82/2023, al mismo se adjuntó copia simple de 

las documentales que por la naturaleza de las mismas no requieren de un desahogo especial. 

SEGUNDO: En fecha 24-veinticuatro de febrero del año 2023-dos mil veintitrés, se admitió a 

trámite el recurso de inconformidad 82/2023, señalando fecha para el desahogo de pruebas y 

alegatos, en consecuencia, al tener por agotadas las etapas procesales del presente recurso de 

inconformidad, en los términos del artículo 26 del Reglamento Que Regula el Procedimiento Único 

de Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey, y; 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Ésta Autoridad es competente para conocer y resolver el presente recurso de 

inconformidad, con fundamento en el artículo 3 del Reglamento que Regula el Procedimiento 

Único de Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey, en relación con los artículos 

1, 2, 6, 15, 17 Fracción 1, 34 Fracción II, 35 inciso B) Fracciones III y V, 86, 91, 92 Fracción I, 94, 

96, 97 y 98 Fracciones III y XXII de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León, 

adminiculado con los artículos 9, 11, 13,, 14 Fracción IV inciso e), 16 Fracción 1, 17, 18, 19 Fracción IV 

y 24 Fracciones IX y XII del Reglamento de la Administración Pública Municipal de Monterrey, y acuerdo 

delegatorio de facultades aprobado en sesión ordinaria en fecha 29-veintinueve de septiembre del 

año 2022-dos mil veintidós, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León en fecha 

07-siete de octubre del año 2022-dos mil veintidós. 

SEGUNDO: Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 5 y 24 del Reglamento Que 

Regula el Procedimiento Único de Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey, esta 
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Autoridad tiene por reconocida la legitimación ad causam de la parte recurrente, toda vez que no 

se actualiza alguna causal de sobreseimiento, misma que la recurrente acreditó con las 

documentales allegadas al presente recurso, a fin de robustecer lo anterior, resulta aplicable por 

analogía la siguiente tesis jurisprudencial: 

INTERÉS JURÍDICO. EL EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE 

LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL, NO CONSTITUYE UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL 

JUICIO DE NULIDAD, SINO DE LEGITIMACIÓN EN LA C.UISA. El articulo SI, segundo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Distrito Federal prevé que, tratándose de actividades reguladas, para lograrun fallo favorable, el actor debe acreditar 

su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso; sin embargo, tal exigencia no debe entenderse 

como un supuesto de improcedencia que genere el desechamiento de la demanda o el sobreseimiento en el juicio, lo anterior al no estar previsto así 

en el artículo l 20 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal -que contiene las causales de improcedencia 

del juicio-, más bien se debe entender como una condición para obtener en el fondo una sentencia favorable que reconozca el derecho a desarrollar 

una actividad regulada, lo cual se traduce en la legitimación ad causam, pues atañe al fondo de la cuestión litigiosa, al involucrar el derecho subjetivo 

que se pretende reconocer y por lo mismo sólo puede analizarse al emitir la sentencia definitiva. En suma, la falta de acreditación de ese extremo 

no debe llevar a la improcedencia o al sobreseimiento en el juicio, sino en todo caso a denegar la pretensión de fondo formulada. 

DÉCIMO OCTA YO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 821/2014. René Abraham Guevara Morales. 26 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. 

Secretaria: Mariana Calderón Ararnburu. 

Amparo directo 622/2014. Jerónimo Cedilla Granados. 30 de marzo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Arruando Cruz Espinosa. Secretaria: 

Ana Columba Contreras Martinez. 

Amparo directo 693/2014. Inmobiliaria Hapeco, S.A. de C.V. 9 de abril de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adriana Escorza Carranza. 

Secretario Alejandro Tadeo Yillanueva Armenia. 

Amparo directo 894/2014. Showcase Publicidad, S.A. de C. Y. 20 de abril de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. 

Secretaria: Ana Columba Contreras Martinez. 

Amparo directo l 4/2015. 8 de junio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cruz Espinosa. Secretaria: Ana Columba Contreras Martínez. 

Esta tesis se publicó el viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 

aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de diciembre de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

Época: Décima Época 

Registro: 2010641 

instancia: Tríbunalcs Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 25, Diciembre de 2015. Torno ll 

Matcria(s): Administrativa 

Tesis: I.IBo.A. J/2 (IOa.) 

Página: 1132 

TERCERO: Los artículos 27, 28, 29 y 30 del Reglamento Que Regula el Procedimiento Único de 

Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey, establece un análisis claro, exhaustivo, 

integral de los agravios y si bien es cierto que no mencionó agravios la parte recurrente, también 

lo es que ante la violación grave por la actuación ilegal de la autoridad responsable, esta autoridad 

de alzada de forma oficiosa suple la queja deficiente a la luz del control difuso, a fin de robustecer 

lo anterior, resultan aplicables por analogía las siguientes tesis jurisprudenciales: 

CONTROL DIFUSO DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. SU APLICACIÓN ES DE NATURALEZA SUBSIDIARIA O 

COMPLE!\·1ENT ARIA DEL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. De la interpretación sistemática y teleológica de los principios pro persona 

establecido en el artículo lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que las normas relativas a los derechos 
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humanos se interpretarán de conformidad con ésta y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 

protección más amplia, hermenéutico en materia convencional, previsto en el preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
que reconoce que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado. sino que tienen como sustento los 

atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria 

de la que ofrece el derecho interno de los Estados Americanos, se advierte que la aplicación del control difuso ex officio en materia de derechos 
humanos es una herramienta de interpretación subsidiaria o complementaria del sistema jurídico mexicano, cuyo uso está condicionado a la 
optimización de la norma que la integra para maximizar la defensa de los ciudadanos cuando el derecho interno no alcanza para ese fin. Esto 

significa que la aplicación del mencionado control se realiza en suplencia de la deficiencia de la normativa interna: es decir, el juzgador no debe 

acudir directamente a la normativa internacional para buscar respuesta al asunto, en virtud de que. antes, por lógica y preferencia del derecho interno. 
deberá analizar cómo está establecido el derecho humano en controversia en los contenidos que existen en las reglas y los principios constitucionales. 
así como en la legislación ordinaria, para que, una vez que se determine mediante los razonamientos respectivos que el derecho fundamental no está 

protegido o, si lo está, no suficientemente en favor de la persona, se justifica que se realice el control difuso de convencionalidad ex officio. De no 
hacerse así, éste pudiera aplicarse sin restricción alguna, acudiendo de manera directa a la normativa internacional para resolver el caso, sin antes 
ponderar y justificar la insuficiencia o imperfección del derecho interno, pues no debe soslayarse que el sistema jurídico de cada Estado presenta 
características especiales que lo distinguen, por lo que de acuerdo a su situación, cada Nación deberá establecer cómo aplicar el control difuso de 

convencionalidad que lo haga coherente con su derecho interno y, como consecuencia. que se logre la optimización de los derechos humanos. 

Además, es importante establecer que el sistema nacional prevé una serie de formalidades e instancias para que el gobernado haga valer sus derechos 

y se reparen sus posibles violaciones; por lo que si se acudiera directamente al control difuso de convencionalidad. se provocaría desorden e 

incertidumbre en la aplicación del derecho para la solución de los casos, pues podría pasar que existiendo solución en la normativa interna y sin 

agotarse sus recursos o instancias, se aplicara la normativa internacional. dispensando a la persona del cumplimiento de las cargas que le 
correspondían de acuerdo con el orden jurídico nacional, lo que es irrealizable y agrede la coherencia y la funcionalidad del sistema interno: máxime 

que la Constitución Federal, en su artículo I o., condiciona que dicho control sea útil para optimizar el derecho humano. lo que constituye un 
presupuesto constitucional previo que el aplicador deberá ponderar para estar en condiciones de realizar o no el control citado. 
QUfNTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN. CON RESIDENCIA EN 
MORELIA, MICHOACÁN. 

Amparo directo 684/2013. Felipe David Ordaz, 20 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Uriel Torres Hernández. Secretaria: 
Sonia Suárez Rios. 

Amparo directo 674/2013. Sergio Emilio Aldeco Ramírez. 20 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: José Ramón Rocha González, 
secretario de tribunal autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 8!, fracción XXll. de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 52, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Marvella Pérez Marín. 

Amparo directo 562/2013. María del Carmen Castillo Miranda. 25 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Ceja Ochoa. 
Secretaria: Verónica Aparicio Corta 

Amparo directo 415/2013. Eusebio Al faro López. 25 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Ceja Ochoa. Secretario: David 
Israel Dornínguez. 

Amparo directo 549/20 l 3. 25 de septiembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime U riel Torres Hernández, Secretaria: Sonia Suárez Ríos. 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de marzo de 2014 a las 11 :03 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende. se considera de 
aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de marzo de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 1912013. 
Época: Décima Época 

Registro: 2005942 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II 

Materia(s): Común 
Tesis: (111 Región)So. J/8 (lOa.) 

Página: 1360 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. SU PROCEDENCIA EN OTRAS MATERIAS, AUN A FALTA DE CONCEPTO DE 

VIOLACIÓN O AGRA VIO, CUANDO SE ADVIERTA VIOLACIÓN GRAVE Y MANIFIESTA DE LA LEY. La regulación establecida en 
el artículo 79, fracción VI, de la Ley de Amparo faculta al juzgador de amparo para suplir la deficiencia de la queja en materias diversas a las que 
el propio numeral prevé, ante una irregularidad procesal grave y manifiesta en la controversia del amparo, no resuelta en el procedimiento de origen, 
que afecte al quejoso o recurrente, aun ante la ausencia de concepto de violación o agravio al respecto, ya que revela la intención del legislador de 
no permitir que una de las partes se beneficie a costa de la indefensión de su contraria. como consecuencia de una actuación ilegal de la autoridad. 
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permitiendo al Juez ejercer un discernimiento en cada caso concreto, en atención a la materia y sujeto de que se trate, lo cual es congruente con el 

articulo 107, fracción ll, antepenúltimo párrafo, de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Contradicción de tesis 32/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, 

con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa Especializado en Competencia 

Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal y Jurisdicción en toda la República, el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de junio 

de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora!., Juan N. Silva Meza, José Femando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 

Ramos y Alberto Pérez Dayán, Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Maria del Carmen Alejandra Hernández Jirnénez 

Tesis y criterios contendientes: 

Tesis 1.2oAE.7 A ( 1 Oa.), de titulo y subtítulo: "SUPLENClA DE LA QUEJA DEFIClENTE PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 

79 DE LA LEY DE AMPARO. SU PROCEDENCIA EN MATERIA ADMINISTRATIVA, ANTE LA AUSENCIA DE CONCEPTOS DE 

VIOLACIÓN O AGRAVIOS, DEBE VALORARSE EN CADA CASO PARTICULAR.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal y Jurisdicción 

en toda la República y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de agosto de 2014 a las 9:33 horas y en la Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo lll, agosto de 2014, página 1966, 

Tesis l. J lo.C.6 K ( lOa.), de rubro: "SUPLENCIA DE LA QUEJA DEF!ClENTE, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VI, DE LA 

LEY DE AMPARO. NO PROCEDE SU ESTUDIO EN LA VÍA DIRECTA CUANDO LA PARTE QUEJOSA OMITE DESTACAR LA 

ACTUACIÓN QUE DIO ORlOEN A LA VIOLACIÓN PROCESAL (LEGJSLAC!ÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", 

aprobada por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gacela, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 2673, y 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, 

Puebla, al resolver el amparo directo 675/2014. 

Tesis de Jurisprudencia 120/2015 (lOa.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de agosto de dos mil 

quince. 

Nota: Por ejecutoria del 4 de marzo de 202l, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró sin materia la contradicción de tesis 

5812018, derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis. 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2015 a las 11 :00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de 

aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de septiembre de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 

19/2013. 

Registro digital: 2009936 

Instancia: Segunda Sala 

Oéci rn a Época 

Materías(s): Común 

Tesis: 2a./J. 120/2015 (]Oa.) 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 22, Septiembre de 2015, Torno l 

, página 663 

Tipo: Jurisprudencia 

En esta tesitura, del análisis del acto impugnado en relación con la boleta de infracción 

, se desprende que el policía de tránsito de forma errónea plasmó la marca del vehículo 

 y de la factura del vehículo de la parte recurrente se desprende notoriamente que es 

un vehículo de marca , luego entonces se desprende un error notorio, desconociéndose si fue 

alterada la boleta de infracción o mal capturada por la Hacienda Municipal, empero es obligación 

del policía de tránsito escribir la placa y marca del vehículo de forma legible para que el capturista 

no tenga margen de error, siendo un error inexcusable del policía de tránsito, sirven de apoyo las 

siguientes tesis: 

"DIFERENCIA RAZONABLE DE INTERPRETACIONES JllRÍDICAS" Y "ERROR JUDICIAL INEXCUSABLE". SU DISTINCIÓN. 

La Corte Intcramericana de Derechos Humanos sostiene que la motivación del acto jurisdiccional debe operar como una garantía que permita 
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distinguir entre una "diferencia razonable de interpretaciones jurídicas" y un "error judicial inexcusable" que compromete la idoneidad del Juez -y, 

por extensión, del Poder Judicial- para ejercer su función, de forma que no se le sancione por adoptar posiciones jurídicas debidamente 
fundamentadas, aunque divergentes frente a aquellas sustentadas por las instancias de revisión. Además, que los juzgadores no pueden ser destituidos 

únicamente debido a que su decisión fue revocada mediante una apelación o revisión de un órgano judicial superior, sino que en el derecho 

internacional se han formulado pautas sobre las razones válidas para proceder a la suspensión o remoción de un Juez, las cuales pueden ser, entre 
otras, mala conducta o incompetencia. Así, la diferencia razonable de interpretaciones jurídicas se presenta cuando no cabe una única solución 

interpretativa posible, o en la determinación de la denotación significativa de los casos marginales que aparecen dentro de la zona de penumbra. En 

consecuencia, para que exista un error en la interpretación del texto jurídico propuesta por el Juez. es necesario que ésta no pueda reconocerse por 
ningún criterio interpretativo aplicable razonablemente; de ahí que las interpretaciones novedosas, pero avaladas con razones, no caben dentro de 
esta categoría. Por tanto, no constituye un error judicial la interpretación del derecho que puede argumentarse dentro de la hermenéuticajurídica. si 
en el caso no es irrazonable, aunque el criterio no se comparta. En este sentido, no puede ni debe confundirse la mera revocación de una decisión 

judicial, con un error judicial. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJÓ DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 42/2015. Mónica Árciga Pedraza. 6 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretario: 

Jesús Santos Velázquez Guerrero. 
Nota: Por ejecutoria del 13 de noviembre de 2019, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 375/2019 derivada de la denuncia 

de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, en virtud de que las consideraciones de los tribunales colegiados no se desprende razonamiento 

que colisione en algún punto jurídico, debido a las distintas particularidades y cuestiones jurídicas que tomaron en consideración para sustentar sus 

posiciones. 
Esta tesis se publicó el viernes l 7 de junio de 20 I 6 a las 1 O: 17 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

Registro digital: 2011907 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Décima Época 
Materías(s): Administrativa, Común 

Tesis: Xl.lo.A.T.30 K (lOa.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 31, Junio de 2016, Tomo IV, página 2903 

Tipo: Aislada 

NULIDAD POR ERROR EN EL CONSENTIMIENTO. FORMAS PARA DEMOSTRARLO Y EJERCER LA ACCIÓN DE. El articulo 

1813 del Código Civil para el Distrito Federal establece que el error de derecho o de hecho inválida el contrato cuando recae sobre el motivo 
determinante en la voluntad de alguno de los contratantes, sí se declara en el acto de celebración dicho motivo, o bien. si se prueba por las 
circunstancias en que se celebró, la existencia de un falso supuesto que lo motivó y no por diversa causa. Lo anterior permite afirmar que existen 
dos formas para demostrar el posible error como vicio en el consentimiento; la primera. mediante la declaración del motivo que induce al error en 
el momento mismo en que se celebra el acuerdo de voluntades, entendiendo como declaración la expresión oral o escrita, esta última contenida en 

el contrato y; la segunda, mediante las pruebas aportadas durante el proceso que hagan presumir la celebración del contrato bajo un motivo 
determinante de la voluntad que sea equivocado o erróneo. Tales pruebas podrán ser tanto el contrato, como con las confesionales, incluida la ficta. 
y las testimoniales; así como las que válidamente generen esa presunción humana en el ánimo del juzgador. En consecuencia, se puede afirmar que 

el precepto jurídico analizado permite probar el error, no solamente a partir del momento de su suscripción, sino con la presunción de que fue 
motivado por un falso supuesto por las circunstancias en que se celebró, y no necesariamente en el mismo acto. 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 495/2009. María Emestina Noriega y Medina. 24 de septiembre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez- 

Mellado García. Secretario: Benjamín Garcilazo Ruiz. 

Registro digital: 166117 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
Materías(s): Civil 

Tesis: I.7o.C.J37 C 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Octubre de 2009, página 1595 
Tipo: Aislada 

MULTAS. ERROR EN LA CLASIFICACION ARANCELARIA. AGENTES ADUANALES. Conforme al articulo 628. fracción XXIV. parte 
final, del Código Aduanero, no se aplicaran sanciones por la inexacta clasificación arancelaria en perjuicio del fisco, cuando la inexactitud derive 

de un auténtico error de apreciación o de criterio. Y en este aspecto, para imponer una multa al agente aduanal, no puede desestimarse su 
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argumentación respecto de que se trato de un simple error, fundándose al efecto las autoridades en actos u omisiones propios de la destinataria de 

las mercancías, a menos que haya prueba de que esa conducta de la destmataria le era en alguna forma imputable al agente, ya por haberla provocado, 

o ya por haberla aprovechado. 

PRIMER TRJBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 704/73. Guillermo Solano Garcés. l l de marzo de 1974. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco. 

Registro digital; 255207 
instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Séptima Época 

Ma terias(s): Administrativa 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 63, Sexta Parte, página 48 

Tipo: Aislada 

Así las cosas, si la boleta de infracción no se desprende que haya sido alterada y por el 

contrario, se desprende notoriamente que el acto de la autoridad responsable está viciado, esta 

Autoridad no puede darle valor legal a la boleta de infracción, ya que de hacerlo, por una parte 

alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan, resultando 

viciada la boleta de infracción en comento, siendo ilegal la misma boleta de infracción número 

, en relación con la motivación que debe revestir todo acto de molestia, siendo procedente 

declarar la revocación del acto impugnado, sirve de apoyo la siguiente tesis jurisprudencial: 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, 

o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben 

darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por 

otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. 

PRIMER TRlBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMlNISTRATlVA DEL PRJMER CIRCUITO. 

Séptima Epoca. Sexta Parte: 
Volu111e11 82, página 16. Amparo directo 504/75. Montacargas de México, S.A. 8 de octubre de 1975. Unanimidad de votos Ponente: Guillermo 

Guzmán Orozco. 

Volúmenes 121-126, página 246. Amparo directo 547175. José Cobo Gómez y Carlos González Blanquel. 20 de enero de 1976. Unanimidad de 

votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 121-126, página 246. Amparo directo 651/75. Alfombras Mohawk de México, S.A. de C.V. 17 de febrero de 1976. Unanimidad de 

votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 121-126, página 246. Amparo directo 54176. Productos Metálicos de Baja California, S.A. 23 de marzo de 1976. Unanimidad de votos. 

La publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 121-126, página 14. Amparo directo 301/78. Refaccionaria Maya, S.A. 18 de enero de 1979. Unanimidad de votos. La publicación no 

menciona el nombre del ponente. 

Nota: Por ejecutoria de fecha l 7 de enero de 2007, la Primera Sala declaró improcedente la contradicción de tesis 75/2004-PS en que participó el 

presente criterio. 

Registro digital: 252103 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Séptima Época 

Materias(s): Común 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280 

Tipo: ,Jurisprudencia 

Finalmente, se declara procedente el recurso de inconformidad para el efecto de que se 

cancelen los antecedentes o registros de la infracción  por el concepto de SER RESPONSIBLE 

EN HECHO DE TRÁNSITO, ART. 137 y NO RESPETAR SEÑALES O DISPOSITIVOS PARA EL CONTROL Y 

VERIFlCAClON DEL TRANSITO, ART. 150 FRACC. u, INCISO B, correspondiente a la placa de circulación 

Palacio Municipal de Monterrey 
Ignacio Zaragoza y Ocampo sin, Centro 
Monterrey, N.L. 64000 T. 81 8130 6565 
monterrey.gob.mx 



Gobierno de 
Monterrey 

"Ciudad Heroica de Monterrey Nuevo León" 

, vinculándose a la Dirección de Ingresos de la Secretaria de Finanzas y Administración 

de Monterrey para su cumplimiento dentro del término de 15-quince días hábiles, de conformidad 

con el artículo 30 Fracción III del Reglamento Que Regula el Procedimiento Único de Recurso de 

Inconformidad en el Municipio de Monterrey. 

POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO Y FUNDADO, ES DE RESOL VERSE Y 

SE RESUELVE: 

PRIMERO: Ha procedido el recurso de inconformidad de la parte recurrente, y se REVOCA la 

infracción número  correspondiente a la placa  relativo al recurso de 

inconformidad número 82/2023 promovido por la recurrente C. 

, en contra del POLICÍA DE TRÁNSITO DE LA SECRETARÍA DE 

SEGURIDAD Y PROTECCIÓN A LA CIUDADANÍA DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, 

vinculándose a la Dirección de Ingresos de la Secretaría de Finanzas y Administración de 

Monterrey para su cumplimiento en base a los motivos y fundamentos expuestos en la presente 

resolución. 

SEGUNDO: Notifiquese personalmente a la C. 

, o por correo electrónico según corresponda, y mediante oficio a la autoridad 

responsable y vinculada, con fundamento en el artículo 8 y 32 del Reglamento Que Regula el 

Procedimiento Único de Recurso de Inconformidad en el Municipio de Monterrey.- Así lo acuerda 

y firma el Ciudadano Licenciado JOSÉ ANTONIO GÓMEZ VILLARREAL, DIRECTOR DE 

ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SECRETARÍA DEL AYUNTAMIENTO DE MONTERREY, 

Z VILLARREAL 
COSDELASECRETARÍA 

DE MONTERREY 

07-siete de octubre del año 2022-dos mil veintidós 

LIC. JOSÉ ANTONI 
DIRECTOR DE ASUNTOS 

1 ))EL A YUNT AMIEN 
JAGV/ELC/jb\'lgca \_ 

con representación legal en general de la Administración Pública Municipal de Monterrey, Nuevo 

León, con base en el acuerdo delegatorio de facultades de fecha 29-veintinueve de septiembre del 

año 2022-dos mil veintidós, publicado en el Periódi o Oficial del Estado de Nuevo León en fecha 
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